Excmo. Sr. Presidente de la Real Academia Asturiana de Jurisprudencia, Ilmos. Srs. Académicos, Sras. Y Srs.:

La Real Academia Asturiana de Jurisprudencia recibe hoy como Académico Honorario al Excmo. Sr. D. Miguel Bajo Fernández, Catedrático de Derecho Penal de la Universidad Autónoma de Madrid y señero abogado penalista español a quien tengo el enorme placer, no de presentar pues es sobradamente conocido, pero sí de exponer algunos de los méritos que lo adornan. 

Se preguntarán ustedes a qué debo el honor de presentar al Profesor Bajo Fernández, siendo yo tributarista y él penalista. Existen dos razones para ello. La primera, su especialidad en delitos contra la Hacienda Pública y blanqueo de capitales, campos próximos a mi especialidad y en los que he trabajado recientemente. Y la segunda y, al menos para mí más importante, es que conozco a Miguel Bajo desde los tiempos en que siendo estudiantes nos reuníamos todos entre clase y clase en el patio de nuestra Facultad de Derecho, ahora llamada “Caserón”. Aquella inicial amistad de estudiantes, perduró a su manera en el tiempo y la distancia y heme aquí, ahora, haciendo su presentación.

Como acabo de referir, el Profesor Bajo realizó sus estudios de Licenciatura en nuestra Universidad, finalizándolos en 1967, y posteriormente los de doctorado en la Universidad Autónoma de Madrid. En ambos, Licenciatura y Doctorado, obtuvo Premio Extraordinario.
En la actualidad es frecuente que nuestros estudiantes salgan al extranjero para seguir estudios y preparación, pero esta situación era casi impensable a finales de la década de los 60. Pues bien, en aquéllos años, el entonces recién licenciado Miguel Bajo, amplió estudios de Derecho Penal extranjero e internacional, en el Instituto Max-Plan en Friburgo, Alemania, becado por el Deutscher Akademisch Austauschdienst (Servicio Alemán de Intercambio Académico). Obtuvo también en España la beca Gómez Sabugo (de tanto sabor asturiano), y la beca de Investigación de la Fundación Juan March.

Conseguida la Cátedra, entre sus méritos académicos, fuera y dentro de nuestras fronteras, cabe destacar su nombramiento como Doctor Honoris Causa por la Universidad Autónoma Gabriel René Moreno de Santa Cruz de la Sierra, de Bolivia; la concesión de la Medalla de Oro de la Universidad Antonio Nebrija, siendo además Presidente de su Patronato, y su nombramiento como Profesor Honorario de la Universidad Inca Garcilaso de la Vega, en Lima, Perú. Formó parte del equipo docente del entonces Príncipe de Asturias, en la Universidad Autónoma de Madrid, y del magisterio de su Cátedra salieron también importantes juristas hoy titulares de magistraturas, notarías u oficinas jurídicas de renombre, cuya enumeración resultaría imposible de realizar.
Dentro de la actividad que podríamos llamar pre-legislativa, he de señalar que fue vocal de la Comisión de Codificación, y representante en la XII Reunión de la Comisión Española para la redacción del Código Penal Tipo para Latinoamérica, en Buenos Aires. Y Secretario General de Estudios Jurídicos del Ministerio de Justicia en España.

En la actualidad es Consejero asesor de un buen número de publicaciones periódicas y de editoriales de su especialidad, tanto españolas como extranjeras. De sus propias publicaciones es digna de mención especial su obra Derecho penal económico aplicado a la actividad empresarial, primer texto en castellano, completo, sistemático y coherente sobre esta materia, publicado en 1978, así como su Manual de Derecho Penal- Parte Especial, adaptado continuamente a la legislación vigente, que constituye una obra clave en la formación de los estudiantes. Otras obras monográficas que no debo dejar sin mención son Los delitos de estafa publicada en 2004 y el Tratado de la Responsabilidad penal de las personas jurídicas, (en colaboración con sus discípulos, Bernardo Feijoo y Carlos Gómez-Jara), publicado en 2012.
Se perfila así el Profesor Bajo como especialista también en delitos contra la Hacienda Pública, tanto en su faceta de investigador como de abogado en ejercicio, cuyo corolario se concreta en la obra Delitos contra la Hacienda Pública, publicada en el año 2000, y al año siguiente, en el estudio Delitos tributarios y previsionales, referido al Derecho penal argentino.
Imposible hacer mención de los numerosísimos artículos de la especialidad, publicados en revistas de distintos países: España, Alemania, Italia, Francia, Austria, Portugal y países de Latinoamérica. A tan extensa e intensa actividad académica, hay que unir la derivada del ejercicio profesional. Esta actividad sale a la luz pública por los medios de difusión y por ello es más conocida, ya que como abogado penalista especializado en delitos económicos y diría que sus derivados, es decir, delitos patrimoniales, blanqueo de capitales y delitos contra la Hacienda Pública, ha estado presente en la práctica totalidad de los más importantes procedimientos de carácter penal económico, desde el año 1980.
El tema elegido para su disertación, que se concreta en la responsabilidad criminal de las personas jurídicas, no es pacífico y como él mismo apunta, la Reforma de 2015 lejos de resolver el enfrentamiento doctrinal, lo ha acentuado. La tesis que defiende, en línea con la Ley, encuentra la resistencia que opone la idea común que justifica la responsabilidad penal de las personas jurídicas en el principio de atribución, mientras que, en su opinión, las personas jurídicas son responsables por actos propios. Considera que si la persona jurídica tiene una entidad determinada, es decir, una “complejidad” suficiente, tiene medios personales y materiales, también suficientes, para alcanzar un conocimiento correcto de la norma jurídica y no poder invocar error de Derecho. Se trata, si se me permite una comparación hecha por alguien que no es penalista, de algo así como llevar la personalidad jurídica de las sociedades a sus últimas consecuencias. Y si esto llama la atención, añadiría, continuando con paralelismos, que sin embargo, no asusta que la persona física cuando es menor de la edad penal, sea irresponsable penalmente y no por ello, deja de ser persona y ninguna otra responde por ella. En esta línea he querido entender los argumentos utilizados por el Profesor Bajo, con sólido apoyo jurisprudencial y también administrativo derivado de las Resoluciones del Tribunal Económico Administrativo Central, que tan bien conoce. 
La línea expositiva que sigue en la defensa de su discurso y de la tesis que mantiene es de una claridad conceptual digna de encomio. El método que utiliza consiste en el examen en paralelo entre la responsabilidad que deriva del Derecho Administrativo sancionador y la responsabilidad penal de las personas físicas. Los argumentos que utiliza son concisos y suficientes. A mi juicio, de todo el razonamiento lógico-jurídico de su discurso en defensa de la responsabilidad penal propia de las personas jurídicas, el punto crucial se condensa en la siguiente frase que me permito citar textualmente: La libertad que se reconoce en la base de la culpabilidad no tiene sentido metafísico.
No puedo dejar de compartir su defensa a ultranza de la desaparición de la responsabilidad objetiva dependiente solo de la causación del daño cometido por otro, como también de que el fundamento último de la responsabilidad penal radique en el libre albedrío. Su Discurso, personalmente, me ha servido para salir de la perplejidad en que me había sumido la reciente lectura del neuro-psiquiatra americano David Eagleman, partidario de que antes de que actúe el juez penal, el reo debe de ser analizado por un neurólogo para determinar su grado de culpabilidad e incluso para determinar su inocencia. De todo ello nos va a ilustrar el Excmo. Sr. D. Miguel Bajo Fernández a quien con sumo gusto cedo la palabra.

